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DIVISIÓN DE ASESORIA Y GESTION JURÍDICA

Al  contestar refiérase 

al oficio N° 04539 

04 de mayo de 2009
DAGJ-0600-2009
Señor
J. Arturo Vargas Ríos
Secretario Municipal
Concejo Municipal 
MUNICIPALIDAD DE DOTA
Estimado señor:

Asunto: Nota en torno al concurso de auditor interno  
          Se refiere este Despacho a su oficio Nº 96-SCMD-09 de fecha 26 de marzo de 2009, en el cual nos transcribe el artículo IX de la sesión ordinaria No.143, celebrada el día 24 de marzo de 2009 que reza  “a moción de la señora Sandra Elizondo Ureña, Vicepresidenta, el Concejo Municipal de Dota, por unanimidad, acuerda comunicar a la Gerencia de Servicios Municipales de la Contraloría General de la República, que en dos ocasiones se realizó el concurso para la plaza de Auditor Interno, a medio tiempo, y no ha surtido efecto porque no se han presentado participantes, por tal motivo se solicita atentamente recomendaciones a seguir en este caso, debido a la necesidad de contar con este funcionario. Acuerdo definitivamente aprobado”
·   CRITERIO DEL DESPACHO

En primer lugar, debemos señalar que el tema de concurso desiertos o infructuosos para el escogimiento de un Auditor Interno ha sido recientemente tratado por este Despacho en el oficio  03845 DAGJ-0527-2007) de fecha 31 de marzo de 2009 motivo por el cual  nos permitiremos transcribirlo a continuación a fin de ilustrar a ese Concejo con las normas que rigen esta materia, la cuales valga la pena adelantar, han sido objeto de reciente modificación. 
Aprovechamos la oportunidad para externarle a ese Concejo la situación que prevalece en relación con las actuales regulaciones en materia de auditorias internas y el control interno en general, a los fines de que esa entidad tome las decisiones que estime más oportunas y convenientes en esta materia.

En ese sentido, empezamos señalando que el cabal funcionamiento de un sistema de control interno en la Administración Pública es esencial en toda entidad para asegurar de mejor manera que la organización y los recursos públicos de que dispone se está desarrollando adecuadamente en el cumplimiento de los cometidos con que fue creada al servicio de la colectividad.
La Ley General de Control Interno (Ley No.8292 de 31 de julio de 2002) y la normativa técnica de control interno que emite esta Contraloría General
 de acuerdo con las atribuciones dadas por la propia Ley Orgánica –artículo 12 de la Ley No.7428- y el ordinal 3 de la Ley No.8292. son claras al disponer que al jerarca –en este caso el Concejo Municipal- y a los titulares subordinados –los jefes o encargados de servicios- corresponde el diseñar, establecer, poner en operación, mantener, perfeccionar y evaluar su sistema de control interno, como una responsabilidad propia e inherente a la buena marcha de su gestión, en lo cual coadyuvan las Auditorias Internas con su experticia mediante los servicios de auditoría en esa materia (por ejemplo: advertencia, asesoría y fiscalización recomendativa), así como la Contraloría General como rector del sistema de control interno –artículo 9 de la Ley No.8292-.
Este Despacho ha señalado que “recientemente se han renovado y simplificado las normas de control interno que deben observar los sujetos pasivos, para lo cual se ha diferenciado esas disposiciones en dos sentidos: primero, separando las normas aplicables a los sujetos públicos –estatales y no estatales- de las que aplican a los sujetos privados que administran o custodian, por cualquier título, fondos públicos; y segundo, dentro de las normas de control interno aplicables a los sujetos públicos dar un trato diferenciado y más simple a las entidades públicas de menor tamaño que a las restantes” (oficio 03265 DAGJ-0458-2009 de 24 de marzo de 2009).
En el caso de la Municipalidad de Dota su naturaleza jurídica de ente público determina que le resulten aplicables y de obligatorio acatamiento las “Normas de control interno para el Sector Público”, emitidas recientemente por resolución R-CO-9-2009 de 26 de enero de 2009, publicada a La Gaceta No.26 de 06 de febrero de 2009, ya que a los sujetos privados le son aplicables otras disposiciones cuales son las contenidas en las “Normas de control interno para los sujetos privados que custodien o administren, por cualquier título, fondos públicos”, contenidas en la resolución R-CO-5-2009 de las 9:00 horas del 13 de enero de 2009, publicada en La Gaceta No.25 del 5 de febrero de 2009. 
Así pues, en el presente caso  y de acuerdo con las “Normas de control interno para el Sector Público” debe tomarse en cuenta un elemento muy importante como lo es el tamaño de esa entidad pública, ya que conforme a dichas normas se consideran “instituciones de menor tamaño” aquellas que cumplan con dos requisitos: primero, disponer de un total de recursos que ascienda a un monto igual o inferior a 600.000 U.D.,  monto que se calcula conforme a la actualización que realiza la SUGEVAL, según se puede consultar en la dirección electrónica  http://www.sugeval.fi.cr/esp/utilidades/novunidades.html y que para el período del 11 de abril al 10 de mayo de 2009 cada unidad de desarrollo corresponde a un valor de 662.315, lo que multiplicado por 600.000 UD nos dan un monto de  ¢397.398,000,oo –al 13 de abril de 2009- y segundo, que no superen además más de 30 funcionarios de planta.
En ese sentido la norma 1.10 de esas Normas señala lo siguiente: 

“Se consideran instituciones de menor tamaño aquellas que dispongan de un total de recursos que ascienda a un monto igual inferior a seiscientas mil unidades de desarrollo y que cuenten con menos de treinta funcionarios, incluyendo al jerarca, los titulares subordinados, y todo su personal.            

 En el caso de tales instituciones, el jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben procurar observancia de las características del SCI definidas en la norma 1.3, en términos del logro de los objetivos de dicho sistema, como el cumplimiento de las responsabilidades inherentes. 

Estas instituciones no están obligadas a contar con una auditoría interna, sin perjuicio de que por decisión propia o por disposición específica de la Contraloría General, se establezca dicha unidad, se implanten controles alternos, o se emprendan ambas medidas.

Por su parte, las instituciones que, disponiendo de presupuesto según la magnitud indicada, tengan treinta funcionarios o más, incluyendo al jerarca, los titulares subordinados, y todo su personal, deben contar, al menos, con una auditoría interna que funcione con jornada de medio tiempo.

En todo caso, las instituciones de menor tamaño deben fortalecer los componentes funcionales del SCI, de conformidad con lo que se indica en los capítulos correspondientes de estas normas”.

De la anterior norma se desprende que las instituciones de menor tamaño se excluyen del cumplimiento de todas las rigurosidades de dicho conjunto de normas, y esa situación se repite a lo largo de la resolución de cita respecto de los cinco componentes funcionales del control interno (v.g. norma 2.6 relativa al ambiente de control; norma 3.4 relativa a valoración de riesgo; norma 4.7 relacionada con las actividades de control; norma 5.10 relativa a sistemas de información; y norma 6.6 atinente al seguimiento del sistema de control interno).
 Por lo tanto, a criterio de este Despacho en caso de que esa Corporación Municipal pueda ser considerada una institución de menor tamaño, no necesariamente se justifica la existencia de una auditoria interna, conforme las previsiones del ordinal 20 de la Ley General de Control Interno, en cuyo caso deberá el jerarca y demás titulares subordinados velar por sí  mismos por el óptimo funcionamiento del sistema control interno conforme a las normas ya citadas.
No obstante lo anterior, una decisión de este tipo conlleva cuidadosos análisis y valoraciones a lo interno de cada institución pública, ya que el sistema de control interno puede sufrir menoscabo o falta de apoyo al no contar con un auditor interno, sobretodo cuando hay debilidades de gestión, como podría ser el caso de ese Municipio, el cual según el ranking que elabora esta Contraloría General ocupaba el lugar 58 en el año 2001 (véase el informe DFOE-SM-233/2002 de 20 de diciembre de 2002, y cuatro años después descendió 12 lugares, pasando a ocupar el puesto No.70 (véase el Informe DFOE-SM-113-2006 de 30 de junio de 2006).
Tómese además en cuenta, que cuando existen concursos declarados desiertos o infructuosos, en razón de no existir candidatos idóneos pese a la adecuada divulgación realizada,  los “Lineamientos sobre los requisitos de los cargos de auditor y subauditor internos, y las gestiones de nombramiento en dichos cargos, (L-1-2006-CO-DAGJ)”, emitidos por esta Contraloría General y publicados en La Gaceta N° 236 del 8 de diciembre del 2006” contienen disposiciones que prevén la alternativa de realizar un nombramiento por inopia debidamente comprobada, el cual consiste en que la Administración proponga fijar requisitos académicos y/o de experiencia un poco inferiores a los exigidos en condiciones normales, y para este tipo especial de nombramiento por inopia el numeral 2.1 de dichos lineamientos exigen que se cuente con la autorización de esta Contraloría General. 

En consecuencia, ese Concejo Municipal debe analizar el contenido y alcances de lo antes expuesto, con el objeto de que dentro del principio de autonomía municipal tome las medidas administrativas que estime más convenientes, respecto a sí debe o no mantener la decisión de contar con una auditor interno a medio tiempo –aunque sea haciendo un concurso y un nombramiento por inopia para lo cual requieren autorización de esta Contraloría General-, sabiendo que en caso de estimar no requerirlo y siempre que se cumplan los requisitos antes señalados, dicha decisión estaría reglamentariamente autorizada, de modo que de adoptarse no deberá solicitarse autorización u aprobación alguna a esta Contraloría General, siempre y cuando se mantenga esa condición de institución de menor tamaño.  
 Atentamente,

	Lic. Roberto Rodríguez Araica
Gerente Asociado
	Lic. Jimmy Bolaños González
Fiscalizador
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� Así por ejemplo, en su momento se promulgó el “Manual sobre normas técnicas de control interno para la Contraloría General de la República y las entidades y órganos sujetos a su fiscalización”, publicado en La Gaceta No.104 del 31 de mayo de 1982, el cual fue derogado por el “Manual de normas generales de control interno para la Contraloría General de la República y las entidades y órganos sujetos a su fiscalización”, emitido mediante la resolución M-1-2002-CO-DDI, publicada a La Gaceta No.107 del 5 de junio de 2002; instrumento normativo recientemente derogado por la resolución R-CO-9-2009 de 26 de enero de 2009, publicada a La Gaceta No.26 de 06 de febrero de 2009 por la que se emiten las “Normas de control interno para el Sector Público”, y en cuanto a sujetos privados lo dispuesto por las “Normas de control interno para los sujetos privados que custodien o administren, por cualquier título, fondos públicos”, resolución R-CO-5-2009 de las 9:00 horas del 13 de enero de 2009, publicada en La Gaceta No.25 del 5 de febrero de 2009.





